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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el actor, señor JHON JAIRO GARCÍA BEDOYA contra el fallo de tutela proferido el diez (10) de octubre de dos mil seis (2006) por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro del trámite donde aparece como accionada la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira. 

2.- DEMANDA 

El accionante relató que prestó sus servicios a la E.S.E Hospital Universitario San Jorge por más de trece (13) años como Auxiliar de Enfermería, hasta cuando se le comunicó mediante oficio del veintiuno (21) de enero de 2005 que su cargo había sido suprimido. Acude al trámite constitucional en busca de que se ordene a la entidad accionada que en el término de cuarenta y ocho (48) horas pague la liquidación de la indemnización a la cual se hizo acreedor por haber laborado más de dos (2) años, dado que en su concepto, se le están vulnerando los derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo en condiciones dignas y justas, y al ingreso vital y móvil.
3.- FALLO 

Previa vinculación de la entidad accionada y el estudio de la contestación suministrada, el Juzgado de primer grado motivó un fallo en el cual se abstuvo de tutelar los derechos que se pregonaban como vulnerados en la demanda. Sus argumentos se relacionan con: (i) No existía certeza sobre lo irremediable del perjuicio, lo que hacía improcedente el amparo aun como mecanismo transitorio; (ii) Tampoco se había ofrecido prueba alguna sobre la afectación del mínimo vital, ya que el accionante solamente se había dedicado a transcribir abundante jurisprudencia constitucional, sin que demostrara en qué forma se habían vulnerado los derechos mencionados; (iii) Se buscaba la satisfacción de unos intereses de índole económico, que de solucionarse por medio de la acción de tutela, la haría convertir en una definición precoz de un asunto que debía ventilarse ante la jurisdicción especializada, donde incluso era posible que se reconociera la indexación o intereses sobre la suma adeudada. En esa dirección, era claro que la controversia debía ser dilucidada por su Juez natural, en especial por cuanto existían mecanismos jurídicos que mantenían incólume el poder adquisitivo de la moneda, en especial dado que de conformidad con lo reglado en la Ley 954 de 2005 estas divergencias se deciden en única instancia, lo que implicaba mayor agilidad en su dilucidación.  
4.- IMPUGNACIÓN

Al momento de notificarse de la decisión de primera instancia el actor consignó su inconformidad con la decisión que había sido desfavorable a sus intereses, sin que especificara cual era la razón concreta de su disenso, lo que desde luego, no es óbice para que aquí, se desate la impugnación interpuesta.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en su rol de Juez Constitucional, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1. Problema planteado.
El Tribunal como Juez de segunda instancia verificará en primer término si la actuación de la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge al suprimir el cargo que desempeñaba el actor, pudo haber vulnerado derechos fundamentales del demandante, luego de lo cual, determinará el grado de acierto o desacierto en la decisión adoptada por el a quo.
5.2. Solución. 
En lo que hace con la situación de las personas desvinculadas de la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira, el Tribunal luego de conocer multiplicidad de demandas similares, había concluido que por el hecho de haberse presentado acciones de tutela más de un año después de ocurrida la desvinculación, no era situación que per se impidiera el otorgamiento del amparo pedido, en especial por el intrincado proceso que han debido soportar quienes fueron retirados del servicio en ese centro asistencial, dado que inicialmente se acudió al mecanismo constitucional para lograr la concreción del derecho a la igualdad –pedimento principal de esta acción-, garantía que de conformidad con la jurisprudencia existente para ese entonces, era la única con vocación de prosperidad, para luego entrar a pedir la reincorporación con estribo en el cambio de los derroteros señalados por la Corte Constitucional, que permitió que quienes fueron despedidos por razón de procesos de reestructuración de la Administración Pública también pudieran optar por esa solución, siempre y cuando se tratara de personas que por gozar de especial protección constitucional y legal, no podían ser retiradas de sus empleos, en la forma en que se hizo, bajo el entendido que debían primar los derechos de los menores que dependían exclusivamente de un padre o una madre cabeza de familia.

Para llegar a esa conclusión, la Sala destacó que en la mayoría de esos eventos los actores no habían adoptado una actitud pasiva frente a las determinaciones tomadas por la entidad accionada; muy por el contrario, al perder el empleo acudieron a diversos trámites, entre ellos la acción de tutela en busca del amparo de sus derechos.

Infortunadamente para los intereses del aquí accionante, lo que permea de la actuación surtida es que ninguna actividad de parte suya se desplegó ante la potencial amenaza de sus garantías. Por ello, no es de recibo pretender a la hora de ahora, cuando ya habían transcurrido diecinueve (19) meses de producido su retiro y por consiguiente la supuesta afectación de sus derechos, que el Juez en sede de tutela proteja unos intereses que en su debida oportunidad no fueron defendidos ya fuera por intermedio de la acción de tutela o acudiendo al procedimiento ante la jurisdicción ordinaria competente. 
En esas condiciones, la decisión adoptada en la instancia en cuanto destaca que no se tiene a la vista un perjuicio irremediable que exija la protección inmediata de los derechos, fue acertada, en la medida en que por virtud del tiempo transcurrido no es comprensible que se ataque la manifestación unilateral de la voluntad de la administración que produjo su retiro y con la cual en principio aparentemente estuvo de acuerdo el accionante, habida cuenta que no de otra manera puede interpretarse el no haberse ejercido mecanismo alguno en procura de la obtención de la orden de liquidación y pago de la indemnización que ahora se pretende. 

Esta sola vulneración del principio de inmediatez que normalmente resulta inescindible a la solicitud de amparo constitucional, en el presente evento y ante la inercia demostrada en la defensa de las supuestas garantías conculcadas, permitiría de una vez cerrar el asunto en este estado, sin lugar a mayores elucubraciones. No obstante, otro factor que contribuye a proceder en esa dirección, lo constituye el hecho de no haberse acudido a los mecanismos normales de defensa judicial en tiempo oportuno, lo cual conlleva a estimar que en principio se estuvo de acuerdo con la manera en que había procedido ese centro asistencial.

Por manera que, al estar demostrado que solamente se vino a acudir al trámite constitucional más de año y medio después de producida la desvinculación del actor, no es de recibo que se aleguen unos supuestos perjuicios irremediables ocasionados por la falta de pago de una indemnización, cuando la realidad apunta a que tanto el actor como su grupo familiar pudieron desenvolverse normalmente durante ese lapso, porque de lo contrario, se itera, se habría producido un accionar encaminado a lograr el pago de la indemnización que se pretende de manera irregular sea ordenada por el Juez Constitucional.
En esas condiciones, se impone la confirmación del fallo proferido. 
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de de Pereira, que fuera impugnado.
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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